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1	  Sentencia del Consejo de Estado francés, 27 novombre , Agence maritime Marseille-Frêt. 

Luiggi V. SANTY CABRERA*

En el presente artículo el autor describe las características de la motivación del acto ad-
ministrativo y precisa sus alcances normativos en la legislación peruana y francesa. Asi-
mismo, señala los alcances jurisprudenciales dados por el Tribunal Constitucional peruano 
y el Consejo Constitucional francés. Asimismo, sostiene que un acto administrativo dictado 
al amparo de una potestad discrecional legalmente establecida resulta arbitrario cuando  
solo expresa la apreciación individual de quien ejerce la competencia administrativa.
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I.	 ALCANCES DOCTRINARIOS

La motivación de un acto está constituida por 
las razones, de derecho o de hecho, que respal-
dan dicho acto. En ese sentido, la expresión del 
“acto administrativo” proviene de una deter-
minada voluntad, pues, este acto está siempre 

motivado por ciertas consideraciones, respeta-
bles, defendibles o contestables, pero este no 
siempre está acompañada o justificada por las 
razones adecuadas (Lebreton, 2007). Por tanto, 
dichos actos tenían la obligación de ser moti-
vados1. La motivación del acto administrativo 
es la expresión concreta de la causa o motivo 
del mismo (Sayagues, 1988, p. 460); es decir, 
la manifestación de las razones de hecho y de 
derecho que lo fundamentan.

La motivación es la declaración de las circuns-
tancias de hecho y de derecho que han inducido 
a la emisión del acto. Está contenida dentro de 
lo que usualmente se denomina considerandos, 
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tanto, los presupuestos o 
razones del acto. Asimis-
mo, es la fundamentación 
fáctica y jurídica de dicho 
acto, con que la Adminis-
tración sostiene la legiti-
midad y oportunidad de su 
decisión (…) aclaran y fa-
cilitan la recta interpretación de su sentido y 
alcance (Cassagne, 2002, p. 114). En ese sen-
tido, observaremos que la motivación de los 
actos administrativos cumple con tres objeti-
vos: i) la de operar como mecanismo de con-
trol del acto administrativo, pues al consig-
nar en la motivación el fundamento del acto, 
su destinatario puede oponerse al mismo des-
truyendo su motivación, esto es, demostrando 
la ilegalidad o iniquidad de las razones que la 
Administración declara como sustentadoras 
del acto; ii) la de precisar con mayor certe-
za y exactitud el contenido de la voluntad ad-
ministrativa, lo que constituye un importante 
elemento interpretativo del acto. En este sen-
tido, la motivación sirve asimismo al objeto 
de disuadir al destinatario de impugnaciones 
inútiles: cuando la motivación sea irrefutable, 
no se interpondrán recursos infructuosos, que, 
sin embargo, acontecerían de no aparecer en el 
acto motivación alguna; iii) la de servir como 
elemento justificativo de la actividad adminis-
trativa ante la opinión pública en general (Ga-
mero Casado, 2009, p. 407).

En ese sentido, en relación a la motivación 
de los actos administrativos, Morón Urbi-
na (2014), nos dice: “(…) El contenido de la 
exigencia estimamos que comprende tanto la 
fundamentación de los aspectos jurídicos me-
diante la cita de las fuentes jurídicas pertinen-
te, la síntesis de las argumentaciones jurídicas 
alegadas y de las seguidas para estimarlas o 
desestimarlas como a la fundamentación de los 
hechos relación de supuestos reales apreciados 
y verificados por el funcionario (…) La cita de 
los hechos apreciados impone que la Admi-
nistración resuelva solo sobre circunstancias 

reales, y tenidos por ciertos 
que sirven para formular 
convicción de verdad ma-
terial en la autoridad que 
decide el procedimiento. 
Se concreta en la relación 
de los hechos probados re-
levantes del caso específi-
co. No son fundamentación 

debida los supuestos inexistentes, carentes de 
confiabilidad, no examinados o generalidades 
que como pretextos artificiales o sesgados es-
condan desviaciones en el ejercicio de la fun-
ción pública (…)” (p. 607).

Por su parte, en relación con la motivación 
de los actos administrativos, Dromi (2006) la 
ha definido como: “(…) la declaración de las 
circunstancias de hecho y de derecho que han 
inducido a la emisión del acto. Está conteni-
da dentro de lo que usualmente se denomi-
nan considerandos. La constituyen, por tan-
to, los presupuestos o razones del acto. Es la 
fundamentación fáctica y jurídica de él, con 
que la Administración sostiene la legitimidad 
y oportunidad de su decisión. Adicionalmente, 
el autor argentino ha manifestado que: en prin-
cipio, todo acto administrativo debe ser moti-
vado. La falta de motivación implica no solo 
vicio de forma, sino también, y principalmente, 
vicio de arbitrariedad. De la motivación solo 
puede prescindirse en los actos tácitos, pues 
en ellos no hay siquiera manifestación de vo-
luntad (…)” (pp. 376-377).

Para García De Enterría (2006), respecto a 
la motivación de los actos administrativos, 
señaló: “(…) Y una última precisión es la de 
los motivos. En la dogmática civil la distin-
ción entre causa y motivos suele hacerse para 
desvalorizar estos (causa impulsiva frente a la 
causa finalista, en la terminología escolástica) 
y subraya la única relevancia de aquélla, sin 
perjuicio de que la consideración de la ‘causa 
concreta’ obligue a investigar ‘los motivos in-
corporados a la causa’ (expresión de la juris-
prudencia civil), excluyéndose solo lo que no 

La motivación sirve asimismo 
al objeto de disuadir al des-
tinatario de impugnaciones 
inútiles. 
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afectan a la consideración jurídica del nego-
cio (De Castro). Muy distinto es el tema en el 
Derecho Administrativo. La Administración 
no tiene otra actuación ni otra vida psicoló-
gica que la estrictamente legal, de modo que 
no puede haber para ella motivos impulsivos 
de su acción marginales al Derecho. Por otra 
parte, y como hemos de ver más adelante, la 
Ley impone en un número importante de su-
puestos de obligación de ‘motivar’ sus actos 
(incluidos los que se dicten en el ejercicio de 
potestades discrecionales), esto es, de hacer 
públicos mediante una declaración formal, 
los motivos de hecho y de derecho en fun-
ción de los cuales ha determinado sus actos 
(…)” (p. 597).

II.	 MARCO JURÍDICO PERUANO

1.	 Esquema constitucional

En cuanto a la regulación de la motivación de 
los actos administrativos podemos decir que, 
la motivación de estos actos administrativos 
(decisiones administrativas) no tiene referen-
te constitucional directo. Sin embargo, se tra-
ta de un principio constitucional implícito en 
la organización del Estado democrático que 
se define en los artículos 3 y 43 de la Cons-
titución, como un tipo de Estado contrario a 
la idea del poder absoluto o arbitrario. En ese 
sentido, en el Estado constitucional democrá-
tico, el poder público está sometido al Dere-
cho, lo que supone, entre otras cosas, que la 
actuación de la Administración deberá dar 
cuenta de esta sujeción a fin de despejar cual-
quier sospecha de arbitrariedad. Por lo que, 
para lograr este objetivo, las decisiones de la 

2	 STC Exp. N° 03891-2011-PA/TC.
3	 STC Exp. N°s 04123-2011-PA/TC, 01165-2013-PA/TC, 02638-2010-PA/TC.
4	 STC Exp. N°s 04546-2013-PA/TC, 00990-2013-PA/TC.
5	 STC Exp. N°s 00632-2013-PA/TC, 03387-2013-PA/TC.

Administración deben contener una adecua-
da motivación, tanto de los hechos como de 
la interpretación de las normas o el razona-
miento realizado por el funcionario o cole-
giado, de ser el caso2.

2.	 Esquema administrativo

El tema de la motivación del acto administra-
tivo es una cuestión clave en el ordenamiento 
jurídico-administrativo, y es objeto central de 
control integral por el juez constitucional de la 
actividad administrativa y la consiguiente su-
presión de los ámbitos de inmunidad jurisdic-
cional. Constituye una exigencia o condición 
impuesta para la vigencia efectiva del prin-
cipio de legalidad, presupuesto ineludible de 
todo Estado de derecho3. A ello, se debe aña-
dir la estrecha vinculación que existe entre 
la actividad administrativa y los derechos de 
las personas. Es irrefutable que la exigencia 
de motivación suficiente de sus actos es una 
garantía de razonabilidad y no arbitrariedad 
de la decisión administrativa4. En esa medi-
da, el Tribunal Constitucional enfatizó que la 
falta de motivación o su insuficiencia consti-
tuye una arbitrariedad e ilegalidad, en la me-
dida en que es una condición impuesta por la 
Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Ad-
ministrativo General, modificada por el De-
creto Legislativo N° 1272 (en lo sucesivo, la 
LPAG). Así, la falta de fundamento racional 
suficiente de una actuación administrativa es 
por sí sola contraria a las garantías del debido 
procedimiento administrativo5. En ese senti-
do, nuestro ordenamiento jurídico ha regula-
do la motivación de los actos administrativos 
en los siguientes términos:
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Decreto Supremo N° 006-2017-JUS1, se aprobó el Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444
Ley N° 27444, modificada por el Decreto Legislativo N° 1272

Disposiciones normativas referidas  
a la motivación de los actos administrativos

Contenido de la motivación y nulidad 
de los actos administrativos

Artículo IV. Principios del procedimiento 
administrativo

1. El procedimiento administrativo se susten-
ta fundamentalmente en los siguientes princi-
pios, sin perjuicio de la vigencia de otros prin-
cipios generales del Derecho Administrativo:

1.2. Principio del debido procedimiento.- Los administrados gozan de 
los derechos y garantías implícitos al debido procedimiento administra-
tivo. Tales derechos y garantías comprenden, de modo enunciativo mas 
no limitativo, los derechos a ser notificados; a acceder al expediente; a 
refutar los cargos imputados; a exponer argumentos y a presentar ale-
gatos complementarios; a ofrecer y a producir pruebas; a solicitar el uso 
de la palabra, cuando corresponda; a obtener una decisión motivada, 
fundada en derecho, emitida por autoridad competente, y en un plazo ra-
zonable; y, a impugnar las decisiones que los afecten.

(Texto modificado según el artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1272)

Artículo 3.- Requisitos de validez de los actos 
administrativos
Son requisitos de validez de los actos 
administrativos:

4. Motivación. - El acto administrativo debe estar debidamente motivado 
en proporción al contenido y conforme al ordenamiento jurídico.
(Texto según el artículo 3 de la Ley N° 27444)

Artículo 6.- Motivación del acto administrativo 6.1 La motivación debe ser expresa, mediante una relación concreta y 
directa de los hechos probados relevantes del caso específico, y la ex-
posición de las razones jurídicas y normativas que con referencia direc-
ta a los anteriores justifican el acto adoptado.

6.2 Puede motivarse mediante la declaración de conformidad con los 
fundamentos y conclusiones de anteriores dictámenes, decisiones o in-
formes obrantes en el expediente, a condición de que se les identifique 
de modo certero, y que por esta situación constituyan parte integrante 
del respectivo acto. Los informes, dictámenes o similares que sirvan de 
fundamento a la decisión, deben ser notificados al administrado conjun-
tamente con el acto administrativo.

6.3 No son admisibles como motivación, la exposición de fórmulas ge-
nerales o vacías de fundamentación para el caso concreto o aquellas 
fórmulas que por su oscuridad, vaguedad, contradicción o insuficiencia 
no resulten específicamente esclarecedoras para la motivación del acto.

No constituye causal de nulidad el hecho de que el superior jerárquico 
de la autoridad que emitió el acto que se impugna tenga una apreciación 
distinta respecto de la valoración de los medios probatorios o de la apli-
cación o interpretación del derecho contenida en dicho acto. Dicha apre-
ciación distinta debe conducir a estimar parcial o totalmente el recurso 
presentado contra el acto impugnado.

6.4 No precisan motivación los siguientes actos:

6.4.1 Las decisiones de mero trámite que impulsan el procedimiento.

6.4.2 Cuando la autoridad estima procedente lo pedido por el admi-
nistrado y el acto administrativo no perjudica derechos de terceros.

6.4.3 Cuando la autoridad produce gran cantidad de actos adminis-
trativos sustancialmente iguales, bastando la motivación única.

(Texto modificado según el artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1272)

1	 Publicado el 20 de marzo en el diario oficial El Peruano, con fe de erratas del 30 de marzo de 2017.
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Artículo 239.- Faltas administrativas 239.1 Las autoridades y personal al servicio de las entidades, inde-
pendientemente de su régimen laboral o contractual, incurren en falta 
administrativa en el trámite de los procedimientos administrativos a su 
cargo y, por ende, son susceptibles de ser sancionados administrativa-
mente suspensión, cese o destitución atendiendo a la gravedad de la fal-
ta, la reincidencia, el daño causado y la intencionalidad con que hayan 
actuado, en caso de:

(…)

4. Resolver sin motivación algún asunto sometido a su competencia 

(…)

239.2 Las correspondientes sanciones deben ser impuestas previo pro-
ceso administrativo disciplinario que, se ceñirá a las disposiciones lega-
les vigentes sobre la materia, debiendo aplicarse para los demás casos 
el procedimiento establecido en el artículo 235 de la presente Ley, en lo 
que fuere pertinente.

(Texto modificado según el artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1272)

6	 Conseil d’État Sect. 17 juin 1983, Affatigato.

III.	ESQUEMA JURÍDICO FRANCÉS

En el Derecho Administrativo francés, la 
motivación des las decisiones administrati-
vas tiene por objeto de informar a sus desti-
natarios en cuanto a los fundamentos sobre 
los cuales se ha basado la Administración. 
Asimismo, el autor de una decisión someti-
da a la obligación de motivación debe enun-
ciar las consideraciones de derecho y hecho, 
los mismos que constituyen el fundamento, 
y no se puede contentar con una motivación 
solamente común6.

En el marco jurídico francés, se tiene la si-
guiente regulación de los actos administra-
tivos: Ley N° 79-587 del 11 de julio de 1979 
relativo a la motivación de los actos adminis-
trativos y al mejoramiento de las relaciones en-
tre la administración y el público (Loi N° 79-
587 du 11 juillet 1979 relative à la motivation 
des actes administratifs et à l’amélioration 
des relations entre l’administration et le pu-
blic), actualmente derogada por la Ordenanza  
N° 2015-1341 de 23 de octubre de 2015 (Or-
donnance N° 2015-1341 du 23 octobre 2015 

relative aux dispositions législatives du code 
des relations entre le public et l’administration) 
que regula el Código de Relaciones entre el Pú-
blico y la Administración (CRPA).

Tal como se puede apreciar, a nivel consti-
tucional no tiene un reconocimiento directo; 
sin embargo, existe una legislación especial a 
través del referido Código de Relaciones en-
tre el Público y la Administración (en adelan-
te, el CRPA).

Además, en cuanto a este sistema francés, 
no existe una obligación general de motiva-
ción de los actos administrativos, este no tie-
ne valor de un principio general del Derecho, 
pero resulta únicamente de textos (normati-
vos) o de la jurisprudencia específica. Esen-
cialmente, la Ley N° 79-587 del 11 de julio 
de 1979 (codificada en los artículos L-211-2 
y siguientes del CRPA) era la que establecía 
la lista de decisiones sometidas a la obliga-
ción de motivación.

En ese sentido, los artículos L-211-2 y siguien-
tes del CRPA señalan lo siguiente:
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Versión traducida desde el texto original Versión del texto original

Ordenanza N° 2015-1341 del 23 de octubre de 2015 Ordonnance N° 2015-1341 de 23 octubre 2015

Artículo L.211-2

Las personas físicas o morales tienen el derecho de ser in-
formados sin demora de las decisiones administrativas in-
dividuales desfavorables que les conciernen.

A este efecto, deben ser motivadas las decisiones que:

1°	 Restrinjan el ejercicio de las libertades públicas o, de 
manera general, constituyen una medida de policía;

2° 	 Impongan una sanción;
3° 	 Supediten la entrega de una autorización a condiciones 

restrictivas o imponen paralizaciones;
4° 	 Retracten o deroguen una decisión creadora de 

derechos;
5° 	 Oponen una prescripción, una caducidad o privación 

(pérdida)
6° 	 Rechacen un beneficio del cual la atribución constituye 

un derecho para las personas que cumplan las condi-
ciones legales para obtenerlo. 

7° 	 Rechacen una autorización salvo cuando la comunica-
ción de motivos podría ser perjudicial a uno de los se-
cretos o intereses protegidos por las disposiciones del 
a al f del 2 del artículo L. 311-5;

8° 	 Denieguen un recurso administrativo del cual la presen-
tación es obligatoria previamente a todo recurso con-
tencioso en aplicación de una disposición legislativa o 
reglamentaria.

Article L.211-2 

Les personnes physiques ou morales ont le droit d’être in-
formées sans délai des motifs des décisions adminis-
tratives individuelles défavorables qui les concernent.  
A cet effet, doivent être motivées les décisions qui: 

1°	 Restreignent l’exercice des libertés publiques ou, de 
manière générale, constituent une mesure de police; 

2°	 Infligent une sanction; 
3°	 Subordonnent l’octroi d’une autorisation à des condi-

tions restrictives ou imposent des sujétions;
4°	 Retirent ou abrogent une décision créatrice de droits;
5°	 Opposent une prescription, une forclusion ou une 

déchéance; 
6°	 Refusent un avantage dont l’attribution constitue un 

droit pour les personnes qui remplissent les conditions 
légales pour l’obtenir;

7°	 Refusent une autorisation, sauf lorsque la communica-
tion des motifs pourrait être de nature à porter atteinte 
à l’un des secrets ou intérêts protégés par les disposi-
tions du a au f du 2° de l’article L. 311-5; 

8°	 Rejettent un recours administratif dont la présenta-
tion est obligatoire préalablement à tout recours con-
tentieux en application d’une disposition législative ou 
réglementaire.

Artículo L.211-3

Deben igualmente estar motivadas las decisiones adminis-
trativas individuales que deroguen a las reglas generales es-
tablecidas por la ley o el reglamento.

Article L.211-3 

Doivent également être motivées les décisions administra-
tives individuelles qui dérogent aux règles générales fixées 
par la loi ou le règlement.

Artículo L.211-4

Los decretos del Consejo de Estado precisan, de ser el 
caso, las categorías de decisiones que deben ser motiva-
das en aplicación de la presente sección.

Article L.211-4 

Des décrets en Conseil d’Etat précisent, en tant que de be-
soin, les catégories de décisions qui doivent être motivées 
en application de la présente section.

De lo expuesto, se observa que, en el caso fran-
cés existe una lista taxativa de los supuestos 
que generan la obligación de motivar las deci-
siones administrativas, y, a diferencia del caso 
peruano, la LPAG señala los supuestos taxa-
tivos que no ameritan motivación, como, por 
ejemplo, lo regulado en el numeral 6.4 del ar-
tículo 6 de la referida LPAG.

IV.	 JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL 
PERUANO

a)	 STC Exp. N° 01270-2014-PA/TC

	 El Tribunal Constitucional ha precisado que 
si bien se ha acreditado la lesión del dere-
cho a la motivación de resolución; no obs-
tante, importa precisar que en autos obra 
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el Expediente Adminis-
trativo N° 12100068105 
(descrito en el Expe-
diente N° 01270-2014-
PA/TC), que cuenta con 
documentación relativa 
a la nueva verificación 
efectuada por la ONP 
de las planillas del em-
pleador Hungría Wil-
son Chávez Silva, del 
periodo del 2 de marzo 
de 1986 al 31 de agosto de 1993, habiéndo-
se emitido el Informe de Verificación sus-
crito por el verificado Jorge Huamán Cor-
nelio y el supervisor Jorge Martin Cortez, 
de fecha 11 de octubre de 2007, en el que 
se indica que no existe mayor información 
documental y que el entrevistado no pro-
porcionó datos o referencia alguna.

	 Por tanto, el referido Tribunal considera 
que aun cuando se ha vulnerado el dere-
cho a la motivación (debido proceso) con 
la expedición de la resolución cuestiona-
da, los efectos del presente fallo única-
mente deben circunscribirse a declarar la 
nulidad de la misma, a fin de que la ONP 
motive debidamente su decisión y precise 
por qué dicha pensión fue declarada nula, 
pero sin que ello conlleve la restitución del 
pago de la pensión. En ese sentido, el Tri-
bunal declaró fundada la demanda por ha-
berse acreditado la vulneración del dere-
cho al debido proceso; en consecuencia, se 
declaró nulo la Resolución N° 7235-2008-
0NP/DPR/DL 19990, y ordenó que la en-
tidad demandada emita una nueva resolu-
ción debidamente motivada pero sin que 
ello conlleve la restitución de la pensión 
que la demandante venía percibiendo.

b)	 STC Exp. N° 03122-2012-PA/TC 

	 Asimismo, el Tribunal Constitucional ha 
precisado que “(…) No obstante los docu-
mentos sustentatorios de la irregularidad en 

la documentación que sirvió 
de base para el otorgamien-
to de la pensión, referidos 
en el literal h) del funda-
mento que antecede; cabe 
concluir que la emplazada 
no ha motivado correcta-
mente la resolución impug-
nada, dado que en esta se 
señala que existe irregula-
ridad en la documentación 
que corresponde a la Coo-

perativa Agraria de Usuarios Villa Her-
mosa Caqui, cuando de la documentación 
obrante en el expediente administrativo se 
desprende que don Manuel Oyola Ramírez, 
no laboró para dicho empleador. Asimis-
mo, porque el anexo 1 referido en la cues-
tionada resolución no obra en el expedien-
te administrativo.

	 3.3.22. Es importante señalar que si bien 
no puede soslayarse el hecho de que han 
existido numerosos casos de fraude en ma-
teria pensionaria, y que la erradicación de 
dichas malas prácticas es una obligación 
ineludible por parte de la ONP, en ningún 
caso las labores de fiscalización pueden 
menoscabar los derechos fundamentales 
de los particulares ni los principios básicos 
sobre los que se cimenta el Estado cons-
titucional de derecho, incluso cuando se 
adviertan conductas con probables vicios 
de ilicitud, en cuyo caso resulta necesario 
que la solución decretada pondere los bie-
nes constitucionales comprometidos.

	 3.3.23. Así las cosas este Tribunal consi-
dera que aun cuando se ha vulnerado el 
derecho a la motivación (debido proceso) 
con la expedición de la Resolución N° 877-
2008-ONP/DP/DL19990, mediante la cual 
se declara la suspensión de la pensión de 
quien fuera don Manuel Oyola Ramírez, 
los efectos del presente fallo únicamente 
deben circunscribirse a decretar la nulidad 
de dicha resolución, a fin de que la ONP 

La falta de motivación o su 
insuficiencia constituye una 
arbitrariedad e ilegalidad, en 
la medida en que es una con-
dición impuesta por la Ley  
N° 27444. 
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motive debidamente su decisión, pero sin 
que ello conlleve su restitución, pues, como 
se ha precisado en el fundamento 3.3.21, el 
demandante habría perdido el derecho de 
continuar percibiendo la pensión de jubi-
lación (…)”.

c)	 STC Exp. N° 02317-2010-AA/TC

	 En el mismo orden de ideas, el Tribunal 
Constitucional señala “(…) 27. Precisa-
mente, uno de los contenidos básicos del 
derecho al debido proceso en sede admi-
nistrativa es el derecho a la motivación de 
los actos administrativos. Sobre el particu-
lar, este Tribunal ha sostenido que ‘motivar 
una decisión no solo significa expresar (…) 
bajo qué norma legal se expide el acto admi-
nistrativo, sino, fundamentalmente, expo-
ner en forma sucinta –pero suficiente– las 
razones de hecho y el sustento jurídico que 
justifican la decisión tomada’” (STC Exp. 
N° 8495-2006-PA/TC, Fundamento 40).

	 Del mismo modo, es preciso advertir que el 
artículo 6.1 de la Ley N° 27444 prescribe 
expresamente que la motivación del acto 
administrativo “(…) deberá ser expresa, 
mediante una relación concreta y directa 
de los hechos probados relevantes del caso 
específico, y la exposición de las razones 
jurídicas y normativas que con referencia 
directa a los anteriores justifican el acto 
adoptado”.

	 28. Siendo ello así, es posible entonces afir-
mar que el deber de motivación de los actos 
administrativos alcanza también a la sufi-
ciencia de dicha argumentación, lo que es 
tanto como decir que la Administración 
Pública incumple aquel deber cuando no 
ofrece una motivación suficiente al admi-
nistrado. Sobre este concepto, el Tribunal 
ha afirmado que:

	 “La motivación insuficiente (…) (s)e re-
fiere, básicamente, al mínimo de moti-
vación exigible atendiendo a las razones 
de hecho o de derecho indispensables 

para asumir que la decisión está debida-
mente motivada. Si bien (…) no se trata 
de dar respuestas a cada una de las pre-
tensiones planteadas, la insuficiencia, 
vista aquí en términos generales, solo 
resultará relevante desde una perspec-
tiva constitucional si es que la ausen-
cia de argumentos o la ‘insuficiencia’ 
de fundamentos resulta manifiesta a la 
luz de lo que en sustancia se está de-
cidiendo” [STC Exp. N° 00728-2008-
HC, fundamento 7, literal d)] (énfasis 
agregado).

	 29. Pues bien, sobre la base de estas consi-
deraciones, y en lo que concierne al presente 
caso, corresponde señalar que el compor-
tamiento omisivo de la Comisión Ejecuti-
va respecto a la información cursada por 
el demandante, ha violado también el de-
recho de este al debido procedimiento ad-
ministrativo, en la vertiente de motivación 
insuficiente, por cuanto aquella entidad se 
encontraba obligada a pronunciarse respec-
to a las razones por las cuales no resultaba 
aplicable, al caso del recurrente, el princi-
pio de analogía vinculante establecido en 
el artículo 3 de la Ley N.° 29059. En con-
secuencia, la demanda también debe ser 
estimada en este extremo (…)”.

d.	 STC Exp. N° 02732– 2007–PA/TC

	 Al respecto, el Tribunal Constitucional 
precisa que “(…) 34. Conforme ha sido 
expuesto por este Colegiado en reiterados 
pronunciamientos, “La motivación de las 
decisiones administrativas no tiene refe-
rente constitucional directo. No obstante, 
se trata de un principio constitucional im-
plícito en la organización del Estado De-
mocrático que se define en los artículos 3 
y 43 de la Constitución como un tipo de 
Estado contrario a la idea del poder abso-
luto o arbitrario. En el Estado Constitucio-
nal, Social y Democrático, el poder público 
está sometido al Derecho, lo que supone, 
entre otras cosas, que la actuación de la 
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Administración deberá dar cuenta de esta 
sujeción a fin de despejar cualquier sos-
pecha de arbitrariedad. Para lograr este 
objetivo, las decisiones de la Administra-
ción deben contener una adecuada motiva-
ción, tanto de los hechos como de la inter-
pretación de las normas o el razonamiento 
realizado por el funcionario o colegiado, 
de ser el caso (…)”.

e)	 STC Exp. N° 08495-2006-PA/TC

	 También, en el fundamento 40 de la STC 
Exp. N° 8495-2006-PA/TC, el Tribunal 
Constitucional ha determinado que: “(…) 
un acto administrativo dictado al amparo 
de una potestad discrecional legalmente 
establecida resulta arbitrario cuando solo 
expresa la apreciación individual de quien 
ejerce la competencia administrativa, o 
cuando el órgano administrativo, al adop-
tar la decisión, no motiva o expresa las ra-
zones que lo han conducido a adoptar tal 
decisión. De modo que motivar una deci-
sión no solo significa expresar únicamente 
bajo qué norma legal se expide el acto ad-
ministrativo, sino, fundamentalmente, ex-
poner en forma sucinta –pero suficiente– 
las razones de hecho y el sustento jurídico 
que justifican la decisión tomada (…)”. 

V.	 DECISIÓN DEL CONSEJO CONS-
TITUCIONAL FRANCÉS (EQUIVA-
LENTE AL TRIBUNAL CONSTITU-
CIONAL)

	 5.1.1.	Décision N° 2014-4 LOM du 19 sep-
tembre 2014 : “Motivation des actes admi-
nistratifs en Polynésie française”

	 “(…) que las reglas relativas a la mo-
tivación de los actos administrati-
vos dependen de los derechos de los 
ciudadanos en sus relaciones con la 
administración; por consiguiente, en 
la Polinesia francesa, las disposicio-
nes de la ley del 11 de julio de 1979 se 
aplican en pleno derecho a los actos 

administrativos de las administracio-
nes del Estado y de sus establecimien-
tos públicos (…)”. 

CONCLUSIÓN

Un acto administrativo dictado al amparo de 
una potestad discrecional legalmente estable-
cida resulta arbitrario cuando solo expresa la 
apreciación individual de quien ejerce la com-
petencia administrativa, o cuando el órgano 
administrativo, al adoptar la decisión, no mo-
tiva o expresa las razones que lo han condu-
cido a adoptar tal decisión. De modo que mo-
tivar una decisión no solo significa expresar 
únicamente bajo qué norma legal se expide el 
acto administrativo, sino, fundamentalmen-
te, exponer en forma sucinta –pero suficien-
te– las razones de hecho y el sustento jurídico 
que justifican la decisión tomada.
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